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PROPOSICIONES NO DE LEY EN PLENO

En trámite
11L/PNLP-0252 Del GP Socialista Canario, sobre impulso del plan director de instalaciones deportivas de 
Canarias (Pdidcan)

(Registros de entrada núms. 202510000005112 y 202510000005162, de 22 y 23/4/2025, respectivamente)
Presidencia
La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el 30 de abril de 2025, adoptó el acuerdo que se indica respecto 

del asunto de referencia:
2. Proposiciones no de ley en pleno
2.1. Del GP Socialista Canario, sobre impulso del plan director de instalaciones deportivas de Canarias (Pdidcan)
De conformidad con lo establecido en el artículo 186 del Reglamento de la Cámara, la Mesa acuerda:
Primero. Admitir a trámite la proposición no de ley de referencia, según escritos de presentación y de rectificación, 

y disponer su tramitación ante el Pleno.
Segundo. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
Tercero. Trasladar este acuerdo al Gobierno y al autor de la iniciativa.
Este acuerdo se tendrá por comunicado, surtiendo efectos de notificación, desde su publicación en el Boletín Oficial del 

Parlamento de Canarias, según lo establecido en el acuerdo de la Mesa del Parlamento de Canarias, de 20 de julio de 2020.
En ejecución de dicho acuerdo y de conformidad con lo previsto en el artículo 112 del Reglamento del Parlamento 

de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
En la sede del Parlamento, a 5 de mayo de 2025. El secretario general (P. D. de la presidenta, Resolución de 

30 de junio de 2023, BOPC núm. 8, de 3/7/2023), Salvador Iglesias Machado.

A la Mesa de la Cámara

El Grupo Parlamentario Socialista Canario, a instancias del diputado Marcos Antonio Bergaz Villalba, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 185 y ss. del Reglamento del Parlamento de Canarias, presenta la 
siguiente proposición no de ley sobre impulso del plan director de instalaciones deportivas de Canarias (Pdidcan) 
para su tramitación ante el pleno, que se basa en los siguientes: 

Antecedentes

El pleno del Parlamento de Canarias, en sesión de 16 de enero de 2019, procedía por unanimidad de todos los 
legítimos representantes de la ciudadanía a la aprobación de la Ley 1/2019, de 30 de enero, de la Actividad Física y el 
Deporte de Canarias, que sustituyera a la anterior Ley 8/1997, Canaria del Deporte, de 9 de julio, fruto igualmente 
del consenso y que desplegó sus efectos durante más de dos décadas.

La citada ley, publicada en el Boletín Oficial de Canarias de 8 de febrero de 2019, se aprueba en el ejercicio 
de la competencia exclusiva que la Comunidad Autónoma de Canarias tiene atribuida en materia de deportes, de 
conformidad con el artículo 138 de nuestro Estatuto de Autonomía.

Entre sus contenidos, el título IV se dedica a las instalaciones deportivas, en concreto sus artículos 42 al 56, 
punto respecto del cual el propio legislador establece en su propia exposición de motivos que se avanza en los 
concerniente a las infraestructuras deportivas, “estableciendo las bases de un futuro plan director”, uno de los pilares 
sobre los que se asienta el vigente texto legal.

Un plan director de instalaciones deportivas de Canarias (Pdidcan) que el artículo 43 presenta como “el 
instrumento básico y esencial en la ordenación de infraestructuras deportivas, que determinará las directrices 
generales de las instalaciones, equipamientos deportivos, áreas de actividad y señalará su carácter básico, singular, 
prioritario, estableciendo las determinaciones técnico-deportivas de las instalaciones”.

El mismo artículo, en su apartado segundo, dispone en cuanto a su tramitación que corresponde conjuntamente 
a “las consejerías de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias competentes en materia de 
deporte y administración del territorio”, y que será aprobado por el Gobierno de Canarias.

Para tal fin, las corporaciones locales, organismos públicos, entidades deportivas y privadas están llamadas a 
facilitar la información y documentación necesaria para su redacción. Asimismo, los cabildos insulares serán los 
encargados de desarrollar, a través de sus respectivos planes insulares, la política sobre infraestructuras deportivas 
en cada isla, como recoge el apartado tercero.

Por otra parte, se destaca igualmente, el protagonismo que las Administraciones locales e insulares tienen en el 
campo de las instalaciones deportivas y en aras de la necesaria coordinación y cooperación interadministrativa se 
recogen los planes insulares de instalaciones deportivas, “dentro de los parámetros del Pdidcan”, así como los planes 
municipales de instalaciones deportivas, “en desarrollo de las determinaciones del plan director de instalaciones 
deportivas de Canarias y, en su caso, de acuerdo con las previsiones de la planificación insular”, en este sentido se 
pronuncian los artículos 44 y 45 de la mencionada ley.
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Por lo tanto el plan director de instalaciones deportivas de Canarias constituye en este sentido, un pilar esencial. 
Sin embargo, nuestra comunidad autónoma carece del mismo, aun cuando la disposición final segunda mandata que 
“debe ser elaborado y aprobado por el Gobierno de Canarias a propuesta de la Consejería de Deportes, en el plazo 
de 2 años a partir de la entrada en vigor de la presente ley”.

Un asunto pendiente, y que desde el Grupo Parlamentario Socialista consideramos toda una oportunidad, amén 
de un deber legal, impulsar los trabajos técnicos, administrativos y políticos necesarios para la elaboración del 
Pdidcan, un instrumento que vendrá a facilitar una planificación ordenada, rigurosa y de largo alcance en el tiempo 
al hablar de un apartado esencial del deporte, el de las instalaciones deportivas de nuestra comunidad autónoma.

En una labor de planificación, que además de estratégica, ha de atender a criterios como la igualdad de 
oportunidades, la evolución demográfica, la distribución poblacional, la cohesión social, el envejecimiento de la 
población y la diversidad territorial y social de nuestras islas; y responder a las necesidades presentes y futuras de 
las actuales y próximas generaciones.

Un Pdidcan que, además de un diagnóstico sobre la foto actual de las instalaciones deportivas, utilizadas por el 
deporte federado o no, por la actividad física reglada o la de ocio, salud y esparcimiento, por el deporte base o el 
de adultos, se encargue de fijar los objetivos y acciones en el corto, medio y largo plazo, con identificación de las 
actuaciones a acometer, el cronograma previsto y la cuantificación de su coste, constituyendo una verdadera hoja 
de ruta en esta materia para el próximo lustro o décadas, a semejanza de lo llevado a cabo en otras comunidades de 
nuestro país.

Más aún, a tenor de la relevancia social que la actividad deportiva ha ido adquiriendo, como se deprende, por 
ejemplo, de la última Encuesta de Hábitos Deportivos de España 2024. Esta encuesta, elaborada sobre una muestra 
representativa de 8.487 entrevistas, 346 en Canarias, a personas de 16 años y más, entre el 11 y el 19 de marzo 
de 2024, en 1.760 municipios de todo el país, refleja datos como:

El 47,9% de la población de 16 años o más realiza actividad física o deporte, y de ese grupo, un 70,3% lo hace 
tres o más veces por semana y un 27,1% una o dos veces por semana.

En cuanto al lugar en el que realizar su actividad deportiva, el 27,3% en instalaciones públicas (de carácter 
municipal u otro tipo), el 25,8% en una calle, parque, plaza o lugar público, el 39,8% en instalaciones de un club 
privado o gimnasio o el 31,9% en el campo, el medio natural de montaña o acuático.

Por todo lo expuesto, el Grupo Parlamentario Socialista Canario eleva a la Mesa de la Cámara la siguiente: 

Proposición no de ley

El Parlamento de Canarias insta al Gobierno de Canarias para:
1.	 Impulsar la tramitación y elaboración del plan director de instalaciones deportivas de Canarias (Pdidcan), 

conforme dispone el artículo 43 de la Ley 1/2019, de 30 de enero, de la Actividad Física y el Deporte de Canarias.
2.	 Fomentar la participación en dicho proceso del conjunto de consejerías competentes y afectadas junto con 

los cabildos, municipios, universidades, federaciones deportivas y entidades sociales vinculadas al deporte en 
Canarias.

En Canarias, a 22 de abril de 2025. El portavoz del Grupo Parlamentario Socialista Canario, Sebastián 
Franquis Vera. 

11L/PNLP-0253 Del GP Socialista Canario, sobre la accesibilidad a la información de las personas con 
discapacidad visual en centros de salud y hospitales de Canarias

(Registro de entrada núm. 202510000005213, de 24/4/2025)
Presidencia
La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el 30 de abril de 2025, adoptó el acuerdo que se indica respecto 

del asunto de referencia:
2. Proposiciones no de ley en pleno
2.2. Del GP Socialista Canario, sobre la accesibilidad a la información de las personas con discapacidad visual 

en centros de salud y hospitales de Canarias
De conformidad con lo establecido en el artículo 186 del Reglamento de la Cámara, la Mesa acuerda:
Primero. Admitir a trámite la proposición no de ley de referencia y disponer su tramitación ante el Pleno.
Segundo. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
Tercero. Trasladar este acuerdo al Gobierno y al autor de la iniciativa.
Este acuerdo se tendrá por comunicado, surtiendo efectos de notificación, desde su publicación en el Boletín Oficial 

del Parlamento de Canarias, según lo establecido en el acuerdo de la Mesa del Parlamento de Canarias, de 20 de 
julio de 2020.

En ejecución de dicho acuerdo y de conformidad con lo previsto en el artículo 112 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.

En la sede del Parlamento, a 5 de mayo de 2025. El secretario general (P. D. de la presidenta, Resolución de 
30 de junio de 2023, BOPC núm. 8, de 3/7/2023), Salvador Iglesias Machado.
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A la Mesa de la Cámara

El Grupo Parlamentario Socialista Canario, a instancias de la diputada Lucía Olga Tejera Rodríguez, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 185 y ss. del Reglamento del Parlamento de Canarias, presenta la 
siguiente proposición no de ley sobre la accesibilidad a la información de las personas con discapacidad visual en 
centros de salud y hospitales de Canarias para su tramitación ante el pleno, que se basa en los siguientes: 

Antecedentes

Según la Organización Mundial de la Salud, alrededor de 285 millones de personas padecen algún tipo de discapacidad 
visual. Según el Instituto Nacional de Estadística, la tasa de población de 6 y más años en Canarias con algún tipo de con 
discapacidad visual es de 30,89 personas por cada 1.000 habitantes, frente a una media nacional de 23,61.

Se considera una discapacidad visual cuando hay una disminución significativa de la agudeza o campo visual. La 
visión representa un papel fundamental en la autonomía y desenvolvimiento de cualquier persona.

En pleno siglo XXI, seguimos encontrando barreras que excluyen a miles de personas del acceso a derechos básicos. 
Uno de ellos, el derecho a la información, sigue siendo vulnerado cada día para las personas con discapacidad visual.

En la mayoría de los ambulatorios y hospitales, la información sobre turnos, consultas y avisos generales 
se transmite exclusivamente a través de pantallas digitales. Estos monitores, aunque eficaces para una parte de 
la población, son completamente inaccesibles para muchas personas ciegas o con baja visión, una realidad, tan 
cotidiana como invisible, que deja fuera a cientos de usuarios y usuarias del sistema público de salud que acuden a 
recibir atención médica y se encuentran, una vez más, con barreras que impiden su autonomía.

La falta de accesibilidad obliga a este colectivo a depender de otras personas o del personal del centro sanitario, 
lo que refuerza una situación de desigualdad y vulnerabilidad que no debería existir en un espacio que debe ser 
sinónimo de cuidado, respeto y equidad.

Lo más preocupante es que esta exclusión no es inevitable. La tecnología actual permite implementar sistemas 
alternativos y complementarios que garanticen el acceso a la información de manera inclusiva: avisos por voz, 
notificaciones accesibles en dispositivos móviles, señalética sonora, o sistemas de vibración personalizados, entre 
otras soluciones. No se trata de ciencia ficción, sino de voluntad política y sensibilidad social.

La accesibilidad no es un favor, es un derecho, y como tal, debe estar garantizada por los servicios públicos. No 
se trata de adaptar el sistema solo cuando alguien lo exige, sino de garantizar que todas las personas, vean o no vean, 
escuchen o no escuchen, entiendan o no entiendan como la mayoría, puedan ejercer su derecho a estar informadas, 
atendidas y respetadas, en una sociedad de convivencia e igualdad.

Por todo lo expuesto, el Grupo Parlamentario Socialista Canario eleva a la Mesa de la Cámara la siguiente: 

Proposición no de ley

El Parlamento de Canarias insta al Gobierno de Canarias a la puesta en marcha urgente de soluciones inclusivas 
que aseguren que todas las personas, con independencia de sus capacidades visuales, puedan acceder en igualdad 
de condiciones a la información en los centros de salud y hospitales de las islas.

Canarias, a 24 de abril de 2025. El portavoz del Grupo Parlamentario Socialista Canario, Sebastián Franquis Vera. 

11L/PNLP-0254 Del GP Socialista Canario, sobre la generalización de la figura de la enfermera escolar en los centros 
educativos de Canarias y que este personal sea sufragado por la Consejería de Sanidad del Gobierno de Canarias

(Registro de entrada núm. 202510000005326, de 28/4/2025)
Presidencia
La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el 30 de abril de 2025, adoptó el acuerdo que se indica respecto 

del asunto de referencia:
2. Proposiciones no de ley en pleno
2.3. Del GP Socialista Canario, sobre la generalización de la figura de la enfermera escolar en los centros 

educativos de Canarias y que este personal sea sufragado por la Consejería de Sanidad del Gobierno de Canarias
De conformidad con lo establecido en el artículo 186 del Reglamento de la Cámara, la Mesa acuerda:
Primero. Admitir a trámite la proposición no de ley de referencia y disponer su tramitación ante el Pleno.
Segundo. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
Tercero. Trasladar este acuerdo al Gobierno y al autor de la iniciativa.
Este acuerdo se tendrá por comunicado, surtiendo efectos de notificación, desde su publicación en el Boletín Oficial del 

Parlamento de Canarias, según lo establecido en el acuerdo de la Mesa del Parlamento de Canarias, de 20 de julio de 2020.
En ejecución de dicho acuerdo y de conformidad con lo previsto en el artículo 112 del Reglamento del Parlamento 

de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
En la sede del Parlamento, a 5 de mayo de 2025. El secretario general (P. D. de la presidenta, Resolución de 

30 de junio de 2023, BOPC núm. 8, de 3/7/2023), Salvador Iglesias Machado.
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A la Mesa de la Cámara

El Grupo Parlamentario Socialista Canario, a instancias de la diputada Lucía Olga Tejera Rodríguez, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 185 y ss. del Reglamento del Parlamento de Canarias, presenta la 
siguiente proposición no de ley sobre la generalización de la figura de la enfermera escolar en los centros educativos 
de Canarias y que este personal sea sufragado por la Consejería de Sanidad del Gobierno de Canarias para su 
tramitación ante el pleno, que se basa en los siguientes: 

Antecedentes

La Organización Mundial de la Salud publicaba en 2021 sus directrices sobre los servicios de salud escolar. Lo 
ha hecho desde la valoración científica de que existe una amplia base de evidencias sobre los beneficios de estos 
programas para el alumnado. Por eso, la OMS recomienda formalmente a los países miembros con carácter general, 
que “deberían implementar servicios de salud escolar comprehensivos”, toda vez que “las evidencias sugieren que, 
si los servicios de salud escolar están bien implementados, tendrán beneficios duraderos para los estudiantes”.

Por ello, es fundamental poner en marcha servicios de salud escolar bien definidos, planificados y gestionados, 
en los cuales las enfermeras y enfermeros, como avalan las experiencias internacionales más competentes, ejercen 
un liderazgo innegable y necesario en beneficio de toda la comunidad educativa. Este liderazgo enfermero es clave 
para guiar en los aprendizajes del alumnado, favoreciendo que integren acciones que fomenten la adquisición de 
hábitos saludables y empoderen a la comunidad educativa en la promoción de una vida sana y sostenible. 

Desde el Colegio de Enfermería de Las Palmas se ha impulsado, en los últimos años, el proyecto de implantación municipal 
de servicios de salud escolar, con una visión de la salud entendida como una tarea comunitaria. Sin duda, la presencia de 
profesionales de enfermería en los centros educativos puede aportar valor al alumnado y a la comunidad educativa en general.

Una encuesta de 2018 sobre 3.246 profesionales españoles de educación primaria y secundaria, publicado en 
una revista internacional con revisión de pares, mostró una clara realidad: el 82% de los encuestados mostraron su 
convicción de que la presencia de enfermeras escolares llevaría a una clara mejora de la calidad de vida, tanto del 
alumnado como del profesorado y de toda la comunidad educativa. El estudio concluye así: “Es necesario que las 
enfermeras establezcan un programa piloto de incorporación de profesionales de enfermería en los centros educativos 
para determinar sus implicaciones, beneficios en temas de prevención y promoción de la salud, así como costes”. 

Por todo ello, estamos convencidos de que la presencia de enfermeras y enfermeros escolares en los centros 
educativos es fundamental para garantizar la salud y el bienestar del alumnado. Su papel va mucho más allá de 
atender emergencias, ya que contribuye a la promoción de la salud y de hábitos de vida saludable, la prevención de 
enfermedades y el manejo de condiciones crónicas. Contar con personal de enfermería en las escuelas permite que 
la comunidad estudiantil reciba atención inmediata en caso de accidente o malestar, lo que reduce la necesidad de 
que progenitores o tutores tengan que acudir a recogerlos por motivos menores. Además, su intervención oportuna 
puede prevenir complicaciones y evitar la hospitalización.

Entre sus principales funciones, las enfermeras y enfermeros escolares se encargan, si fuera necesario, de la 
administración de medicamentos a estudiantes con condiciones médicas crónicas como diabetes, asma o epilepsia, 
asegurándose de que reciban su tratamiento de manera segura y en los horarios adecuados. Asumen un papel 
preventivo clave en la detección temprana de problemas de salud, ya que pueden identificar signos de enfermedades 
contagiosas o trastornos que requieren atención sanitaria especializada. Además, podrían realizar controles de salud 
periódicos, como revisión de la vista, audición y peso, ayudando a detectar posibles problemas.

Otra función esencial es la educación y promoción de hábitos saludables. A través de actividades formativas y 
educativas dirigidas a la comunidad educativa, satisfaciendo sus necesidades, promocionando su salud, facilitando 
el autocuidado y creando hábitos saludables.

Las enfermeras escolares imparten charlas y talleres sobre temas como higiene, nutrición, salud mental y sexualidad. 
También asesoran al personal docente sobre protocolos de atención ante emergencias y fomentan un ambiente seguro 
para los estudiantes con necesidades médicas especiales. Su presencia en las escuelas no solo mejora la calidad de 
vida del alumnado, sino que también contribuye a reducir la carga de trabajo de los profesores en la impartición de 
enseñanzas relacionadas con la salud pública. A su vez, los docentes, recibirán aprendizaje y adquirirán seguridad para 
responder a cuestiones relacionadas con la salud en el centro escolar. Para las familias, supondrá una garantía en el 
cuidado y la promoción de la salud de sus descendientes, además de recibir conocimientos en materia de salud.

En definitiva, las enfermeras y enfermeros escolares pueden constituir un pilar fundamental en el entorno educativo. No 
solo brindan asistencia en momentos de crisis, sino que también desempeñan un papel preventivo y educativo que beneficia 
a toda la comunidad escolar. Su trabajo ayuda a garantizar que los estudiantes puedan desarrollarse en un ambiente seguro y 
saludable, promoviendo su bienestar físico y emocional, lo que, a su vez, favorece su rendimiento académico.

A día de hoy, en la red de la educación pública canaria, solo algunos centros educativos cuentan con servicio 
de enfermería escolar, gracias al compromiso del colegio de enfermería o de Administraciones locales. Por su 
parte, el Servicio Canario de la Salud comenzó con la implantación de enfermeras escolares en algunos centros, sin 
crecimiento del servicio en los dos últimos años.
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Entendemos que, dada la especialización de sus profesionales sanitarios y la experiencia acumulada durante 
los últimos años por el Colegio de Enfermería de Las Palmas, como entidad promotora del proyecto piloto que 
actualmente se desarrolla, debe ser la Consejería de Sanidad quien impulse y coordine la implantación de los 
programas de salud escolar en Canarias, así como la presencia en los centros educativos de enfermeros y enfermeras.

Por todo lo expuesto, el Grupo Parlamentario Socialista Canario eleva a la Mesa de la Cámara la siguiente: 

Proposición no de ley

El Parlamento de Canarias insta al Gobierno de Canarias, a:
1.	 Que la Consejería de Sanidad ponga en marcha un programa de salud escolar en todos los centros educativos 

de Infantil, Primaria y Secundaria de Canarias, de la mano de ambos colegios profesionales de enfermería y en 
coordinación con la Consejería de Educación.

2.	 En el marco del programa de salud escolar antes mencionado, la Consejería de Sanidad implementará la 
figura de la enfermera o enfermero escolar en los centros educativos canarios.

En Canarias, a 28 de abril de 2025. El portavoz del Grupo Parlamentario Socialista Canario, Sebastián 
Franquis Vera. 

11L/PNLP-0256 De los GP Socialista Canario y Nueva Canarias-Bloque Canarista (NC-bc), sobre la 
estabilización del personal temporal al servicio de las Administraciones públicas en abuso de temporalidad, tras 
las sentencias de 22 de febrero y 13 de junio de 2024, emitidas por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea

(Registro de entrada núm. 202510000005377, de 29/4/2025)
Presidencia
La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el 6 de mayo de 2025, adoptó el acuerdo que se indica respecto 

del asunto de referencia:
1. Proposiciones no de ley en pleno
1.1. De los GP Socialista Canario y Nueva Canarias-Bloque Canarista (NC-bc), sobre la estabilización del 

personal temporal al servicio de las Administraciones públicas en abuso de temporalidad, tras las sentencias de 22 
de febrero y 13 de junio de 2024, emitidas por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea

De conformidad con lo establecido en el artículo 186 del Reglamento de la Cámara, la Mesa acuerda:
Primero. Admitir a trámite la proposición no de ley de referencia y disponer su tramitación ante el Pleno.
Segundo. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
Tercero. Trasladar este acuerdo al Gobierno y a los autores de la iniciativa.
Este acuerdo se tendrá por comunicado, surtiendo efectos de notificación, desde su publicación en el Boletín Oficial del 

Parlamento de Canarias, según lo establecido en el acuerdo de la Mesa del Parlamento de Canarias, de 20 de julio de 2020.
En ejecución de dicho acuerdo y de conformidad con lo previsto en el artículo 112 del Reglamento del Parlamento 

de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
En la sede del Parlamento, a 6 de mayo de 2025. El secretario general (P. D. de la presidenta, Resolución de 

30 de junio de 2023, BOPC núm. 8, de 3/7/2023), Salvador Iglesias Machado.

A la Mesa de la Cámara

Los grupos parlamentarios abajo firmantes, conforme el Reglamento de la Cámara, en consonancia con lo dispuesto en el 
artículo 185 y ss. del Reglamento del Parlamento de Canarias, presenta la siguiente proposición no de ley sobre la estabilización 
del personal temporal al servicio de las Administraciones públicas en abuso de temporalidad, tras las sentencias de 22 de febrero 
y 13 de junio de 2024 emitidas por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea para su debate y votación en pleno.

Exposición de motivos

La Directiva 1999-70-CE en lo referente al empleo temporal de las Administraciones públicas obliga, según su 
artículo segundo, a los destinatarios a adoptar las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para 
dar cumplimiento a lo establecido en la misma, a lo más tardar el 10 de julio de 2001. Después de casi veinte años sin dar 
cumplimiento a dicho mandato, las sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, donde se deja de manifiesto 
el abuso en la contratación temporal por parte de las Administraciones públicas, son cada vez más frecuentes. 

Aunque se pone especialmente el protagonismo sobre la sentencia del TJUE de 19 de marzo de 2020, lo cierto 
es que son varias las sentencias que han generado una doctrina jurisprudencial consolidada de la que deben extraer 
las siguientes conclusiones:

a)	 Las Administraciones públicas tienen un severo problema con el uso y abuso de la contratación temporal, de 
tal modo que se están cubriendo necesidades fijas y permanentes de dichas Administraciones con personal eventual 
e interino, los cuales pasan muchos años en dicha situación de temporalidad y, en cualquier, caso, más allá de las 
propias previsiones legales internas españolas.
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b)	 Las Administraciones públicas están obligadas a compensar de forma efectiva y proporcional a esos 
trabajadores que estén en situación de abuso de la temporalidad, siendo esta una obligación jurídica impuesta por el 
incumplimiento de la normativa comunitaria e interna. Igualmente, están obligadas a instaurar controles para evitar 
el abuso en el futuro. 

c)	 Si bien la normativa europea deja en principio margen a cada uno de los Estados para que proceda a la 
transposición de la directiva y para la determinación de las formas de compensación, lo cierto es que, ante la 
falta de respuesta por parte de las autoridades españolas lo que sí se ha decretado y marcado con claridad por la 
jurisprudencia comunitaria es qué concretas medidas no pueden ser consideradas como formas de compensación 
con ese personal en situación de abuso de la temporalidad. Así: 

a.	 No son una solución los procesos selectivos y de estabilización pues, como ha reiterado el TJUE, estos 
procesos no resultan adecuados para prevenir y sancionar la utilización abusiva por parte del empleador de la 
contratación temporal sucesiva en el sector público, ni para eliminar las consecuencias de la infracción del derecho 
de la Unión, entre otras razones, porque su aplicación no tendría efectos negativos para ese empleador. También 
indica la sentencia que, para que estos procesos selectivos tuvieran contenido sancionador y fueran acordes con la 
directiva, tendrían que ser restringidos, sin que pudieran participar los candidatos que no han sido víctimas de tal 
abuso.

b.	 No son una solución los procesos selectivos y de estabilización pues, como ya se explicó en el apartado 
anterior, según el TJUE, sobre todo en la sentencia de 19 de marzo de 2020, estos procesos no resultan adecuados 
para prevenir y sancionar la utilización abusiva por parte del empleador de la contratación temporal sucesiva 
en el sector público, ni para eliminar las consecuencias de la infracción del derecho de la Unión, entre otras 
razones, porque su aplicación no tendría efectos negativos para ese empleador. También indica la sentencia que, 
para que estos procesos selectivos tuvieran contenido sancionador y fueran acordes con la directiva, tendrían que 
ser restringidos, sin que pudieran participar los candidatos que no han sido víctimas de tal abuso. Además de lo 
anterior, no existe partida presupuestaria que pueda justificar o amparar tal opción para la compensación. 

c.	 Igualmente, tampoco podemos acudir a la figura del indefinido no fijo, dado que el TJUE tampoco la concibe 
como una medida sancionadora acorde con la directiva, en cuanto que el indefinido no fijo, al igual que el temporal, cesa 
cuando se amortiza la plaza o se nombra a un empleado fijo y, en consecuencia, al indefinido no fijo no disfruta de las 
mismas condiciones de trabajo, incluida la estabilidad en el empleo, que el personal fijo, al estar sujeto a distintas causas 
de cese.
Por todo ello, se hace preciso arbitrar un procedimiento selectivo eficaz para acabar con el problema. La doctrina 

constitucional ha admitido expresamente las llamadas “pruebas restringidas”, cuando venga establecido por ley 
y así lo justifique la excepcionalidad de la situación que se pretende afrontar y la legitimidad del fin perseguido 
(sentencias del Tribunal Constitucional 16/1998, 126/2008, y 130/2009, entre otras). 

En la STC 16/1998 se puede leer (obviamente, cuando el Tribunal Constitucional dictó esta sentencia, en el 
año 1998, no se había dictado la Directiva 1999-70-CE.):

«No cabe excluir que, en determinados casos excepcionales, la diferencia de trato establecida en la ley en favor 
de unos y en perjuicio de otros pueda considerarse como razonable, proporcionada y no arbitraria a los efectos de la 
desigualdad de trato que establece, siempre que dicha diferenciación se demuestre como un medio excepcional para 
resolver una situación también excepcional, expresamente prevista en una norma con rango de ley y con el objeto 
de alcanzar una finalidad constitucionalmente legítima». (Literalmente el mismo párrafo en la STC 126/2008)

En relación a las compensaciones económicas adicionales a las contempladas en la ley 20/2021, se debe tener en 
cuenta la reciente sentencia del TJUE de 22 de febrero de 2024, en la cual se establece que:

(Apartado 106) «El Tribunal de Justicia ha declarado que el abono de una indemnización por extinción de 
contrato no permite alcanzar el objetivo perseguido por la cláusula 5 del acuerdo marco, consistente en prevenir 
los abusos derivados de la utilización sucesiva de contratos de duración determinada. En efecto, tal abono parece 
ser independiente de cualquier consideración relativa al carácter legítimo o abusivo de la utilización de contratos 
de duración determinada (sentencia de 3 de junio de 2021, Instituto Madrileño de Investigación y Desarrollo Rural, 
Agrario y Alimentario, C726/19, EU:C:2021:439, apartado 74 y jurisprudencia citada).

(Apartado 107) esa medida no resulta adecuada para sancionar debidamente la utilización abusiva de sucesivos 
contratos o relaciones laborales de duración determinada y eliminar las consecuencias del incumplimiento del derecho 
de la Unión y, por consiguiente, no parece constituir, por sí sola, una medida suficientemente efectiva y disuasoria para 
garantizar la plena eficacia de las normas adoptadas conforme al acuerdo marco, en el sentido de la jurisprudencia 
recordada en el apartado 103 de la presente sentencia (véase la sentencia de 3 de junio de 2021, Instituto Madrileño de 
Investigación y Desarrollo Rural, Agrario y Alimentario, C726/19, EU:C:2021:439, apartado 75 y jurisprudencia citada)».

Y se sentencia:
«4) La cláusula 5 del acuerdo marco sobre el trabajo de duración determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, 

que figura en el anexo de la Directiva 1999/70, debe interpretarse en el sentido de que:
Se opone a una normativa nacional que establece el pago de una indemnización tasada, igual a veinte días 

de salario por cada año trabajado, con el límite de una anualidad, a todo trabajador cuyo empleador haya 
recurrido a una utilización abusiva de contratos indefinidos no fijos prorrogados sucesivamente, cuando el 



Núm. 148 / 8	 7 de mayo de 2025	 Boletín Oficial del Parlamento de Canarias

abono de dicha indemnización por extinción de contrato es independiente de cualquier consideración relativa 
al carácter legítimo o abusivo de la utilización de dichos contratos».
Por último, con relación a la exigencia de establecer primas en las baremaciones de los concursos de méritos para 

los empleados públicos temporales en situación de abuso, esa misma sentencia establece:
(Apartado 117) «El Tribunal de Justicia ha puntualizado que, aun cuando la convocatoria de procesos selectivos 

ofrezca a los empleados públicos que hayan sido contratados de manera abusiva en el marco de sucesivas relaciones 
laborales de duración determinada la oportunidad de intentar acceder a la estabilidad en el empleo, ya que, en 
principio, pueden participar en dichos procesos, tal circunstancia no exime a los Estados miembros del cumplimiento 
de la obligación de establecer una medida adecuada para sancionar debidamente la utilización abusiva de sucesivos 
contratos y relaciones laborales de duración determinada. En efecto, esos procesos, cuyo resultado es además incierto, 
también están abiertos, en general, a los candidatos que no han sido víctimas de tal abuso (véase, en este sentido, 
la sentencia de 19 de marzo de 2020, Sánchez Ruiz y otros, C103/18 y C429/18, EU:C:2020:219, apartado 100)».

(Apartado 118) Dado que la convocatoria de dichos procesos es independiente de cualquier consideración relativa al 
carácter abusivo de la utilización de contratos de duración determinada, no resulta adecuada para sancionar debidamente 
la utilización abusiva de tales relaciones laborales ni para eliminar las consecuencias del incumplimiento del derecho de la 
Unión. Así pues, no parece que permita alcanzar la finalidad perseguida por la cláusula 5 del acuerdo marco (véase, en este 
sentido, la sentencia de 19 de marzo de 2020, Sánchez Ruiz y otros, C103/18 y C429/18, EU:C:2020:219, apartado 101).

(Apartado 119) Los procedimientos de consolidación de empleo son un intento del legislador de reducir el uso sucesivo 
de contrataciones temporales en las Administraciones públicas nacionales, sin por ello renunciar a la observancia, en dichos 
procedimientos, de los principios de igualdad, libre concurrencia, publicidad, mérito y capacidad. En segundo lugar, los 
trabajadores indefinidos no fijos pueden perder su empleo si no superan las pruebas correspondientes. En tercer lugar, 
en caso de extinción del contrato indefinido no fijo, estos trabajadores tendrán derecho a una indemnización tasada 
correspondiente a veinte días de salario por cada año trabajado, con el límite de una anualidad de salario.

(Apartado 120) De conformidad con las consideraciones derivadas de la jurisprudencia citada en los apartados 117 
y 118 de la presente sentencia, las cuales, a la luz de los autos que obran en poder del Tribunal de Justicia, son 
aplicables en los presentes casos, la convocatoria de los procedimientos de consolidación prevista en el derecho 
español, sin perjuicio de la comprobación que incumbe al tribunal remitente, no resulta adecuada para sancionar 
debidamente la utilización abusiva de sucesivas relaciones laborales indefinidas no fijas y, por lo tanto, eliminar las 
consecuencias del incumplimiento del derecho de la Unión.

(Apartado 121) La cláusula 5 del acuerdo marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa 
nacional que establece la convocatoria de procesos de consolidación del empleo temporal mediante convocatorias 
públicas para la cobertura de las plazas ocupadas por trabajadores temporales, entre ellos los trabajadores indefinidos 
no fijos, cuando dicha convocatoria es independiente de cualquier consideración relativa al carácter abusivo de la 
utilización de tales contratos de duración determinada».

Igualmente, la sentencia del TJUE de 13 de junio de 2024 establece:
(Apartado 69 de la sentencia) Cuando se ha producido una utilización abusiva de sucesivos contratos o 

relaciones laborales de duración determinada, es indispensable poder aplicar alguna medida que presente garantías 
de protección de los trabajadores efectivas y equivalentes, con objeto de sancionar debidamente dicho abuso y 
eliminar las consecuencias del incumplimiento del derecho de la Unión.

(Apartado 77 de la sentencia) La convocatoria de los procesos selectivos que se contempla en la jurisprudencia 
nacional o en el artículo 2 de la Ley 20/2021, no resulta adecuada para sancionar debidamente la utilización abusiva 
de sucesivos contratos o relaciones de empleo de duración determinada ni, por tanto, para eliminar las consecuencias 
del incumplimiento del derecho de la Unión. 

(Apartado 84 de la sentencia) Una compensación económica con un doble límite máximo en favor únicamente del 
empleado público afectado que no supere los procesos selectivos no parece constituir una medida adecuada para sancionar 
debidamente la utilización abusiva de sucesivas relaciones de empleo de duración determinada y eliminar las consecuencias 
del incumplimiento del derecho de la Unión y, por consiguiente, no parece constituir, por sí sola, una medida proporcionada 
y suficientemente efectiva y disuasoria para garantizar la plena eficacia de las normas adoptadas conforme al acuerdo marco.

Razón por la cual debe establecerse dicha prima u optar por los procesos restringidos.
Por lo expuesto se formula la siguiente:

Proposición no de ley

El Parlamento de Canarias, insta al Gobierno de Canarias a promover las modificaciones normativas que 
procedan en la legislación en materia de empleo público temporal para dar cumplimiento a los pronunciamientos 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y de acuerdo con la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio 
de 1999, relativa al acuerdo marco de la CES, la Unice y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada.

En concreto, se insta al Gobierno a dictar la normativa en materia de función pública para:
Primero. Establecer medidas sancionadoras para la Administración que abuse de dicha contratación temporal 

y compensatorias para los trabajadores que han sufrido dicha precariedad en el empleo público.
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Segundo. Establecer para los empleados públicos temporales que no hayan consolidado plaza conforme a los 
procesos selectivos de la Ley 20/2021, además de la indemnización contemplada en dicha norma para ese supuesto, 
otra indemnización compensatoria por la precariedad laboral sufrida.

Tercero. Establecer para el caso de que existan plazas que debieran convocarse conforme a la Ley 20/2021, pero 
que no se hayan convocado dentro del plazo estipulado en el artículo 2.2 de dicha ley, las Administraciones públicas 
deberán convocar, por una sola vez y con carácter excepcional, convocatorias para la consolidación de los puestos 
ocupados por personal temporal que realmente estén prestando servicios para cubrir necesidades permanentes y 
orgánicas de dicha Administración, y los empleados públicos que estén ocupando dichos puestos se encuentren en 
situación de abuso de la temporalidad. Igualmente, para el supuesto de que sí se hayan convocado con posterioridad 
al plazo fijado en el artículo 2.2 de la Ley 20/2021, previa anulación de las convocatorias efectuadas fuera de dicho 
plazo.

Cuarto. Establecer para el caso del apartado anterior que dichas pruebas deberán ser restringidas para los 
trabajadores en situación de abuso de la contratación temporal.  

Quinto. Establecer los cambios normativos precisos para que los juzgados o tribunales que deban resolver 
reclamaciones de empleados públicos en materia de abuso de la contratación temporal deban sentenciar una 
compensación por dicho abuso, establezcan concretas compensaciones en los términos de las medidas propuestas 
en los apartados anteriores. 

En la sede del Parlamento de Canarias, a 28 de abril de 2025. El portavoz del Grupo Parlamentario 
Socialista Canario, Sebastián Franquis Vera. El portavoz del Grupo Parlamentario Nueva Canarias-Bloque 
Canarista, Luis Alberto Campos Jiménez. 

11L/PNLP-0257 Del GP Nueva Canarias-Bloque Canarista (NC-bc), para la defensa y puesta en valor del 
proyecto Barrios Orquestados

(Registro de entrada núm. 202510000005394, de 30/4/2025)
Presidencia
La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el 6 de mayo de 2025, adoptó el acuerdo que se indica respecto 

del asunto de referencia:
1. Proposiciones no de ley en pleno
1.2. Del GP Nueva Canarias-Bloque Canarista (NC-bc), para la defensa y puesta en valor del proyecto 

Barrios Orquestados
De conformidad con lo establecido en el artículo 186 del Reglamento de la Cámara, la Mesa acuerda:
Primero. Admitir a trámite la proposición no de ley de referencia y disponer su tramitación ante el Pleno.
Segundo. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
Tercero. Trasladar este acuerdo al Gobierno y a los autores de la iniciativa.
Este acuerdo se tendrá por comunicado, surtiendo efectos de notificación, desde su publicación en el Boletín Oficial del 

Parlamento de Canarias, según lo establecido en el acuerdo de la Mesa del Parlamento de Canarias, de 20 de julio de 2020.
En ejecución de dicho acuerdo y de conformidad con lo previsto en el artículo 112 del Reglamento del Parlamento 

de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
En la sede del Parlamento, a 6 de mayo de 2025. El secretario general (P. D. de la presidenta, Resolución de 

30 de junio de 2023, BOPC núm. 8, de 3/7/2023), Salvador Iglesias Machado.

A la Mesa de la Cámara

El Grupo Parlamentario Nueva Canarias-Bloque Canarista, a instancias de la diputada Carmen Rosa Hernández 
Jorge, y al amparo de lo establecido en el artículo 185 y siguientes del Reglamento del Parlamento de Canarias, 
presenta la proposición no de ley para la defensa y puesta en valor del proyecto Barrios Orquestados para su 
tramitación ante el pleno de la Cámara:

Exposición de motivos

Barrios Orquestados es un proyecto pedagógico, social y cultural fundado en Canarias en el año 2011 por el 
músico y pedagogo José Brito. Su objetivo principal es la creación de orquestas sinfónicas en barrios con necesidades 
especiales de atención social, a través de un modelo gratuito, inclusivo y comunitario de formación musical para 
niñas, niños, jóvenes y familias, sin que sea un requisito tener conocimientos previos ni recursos económicos.

El proyecto utiliza la música como herramienta para la transformación social y la integración comunitaria, con un enfoque 
metodológico innovador, basado en la educación humanista, el aprendizaje cooperativo y la convivencia entre generaciones.

La práctica instrumental colectiva, lejos de ser un fin, se convierte en un medio para promover valores como la 
empatía, la solidaridad, la disciplina y el respeto a la diversidad, ofreciendo alternativa sana y constructiva para los 
menores en entornos vulnerables.
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En una sociedad en la que las desigualdades se manifiestan no solo en lo económico, sino también en el acceso a 
la cultura, Barrios Orquestados rompe brechas, fortalece el tejido comunitario y empodera a las nuevas generaciones 
desde el arte, dándole una dimensión práctica a la democratización de la cultura. 

Desde su inicio en el barrio de Tamaraceite, en Las Palmas de Gran Canaria, el proyecto ha experimentado una 
expansión sostenida, tanto en número de barrios participantes como en reconocimiento institucional y social. 

Actualmente, Barrios Orquestados está presente en barrios de Gran Canaria, como Tamaraceite, Jinámar o 
La Feria. En Tenerife, en La Cuesta, Ofra, Taco y Añaza. Y en islas como La Palma y Lanzarote.

También ha iniciado experiencias piloto en otras comunidades como el País Vasco y Madrid e incluso 
colaboraciones internacionales en Senegal, Honduras y México.

En el año 2024 el proyecto ha contado con más de 1.000 participantes activos por curso escolar, con más de 
15 barrios integrados en el proyecto. Cerca de 100 profesionales, entre docentes, coordinadores y personal técnico.

El proyecto ha sido reconocido con premios y distinciones a nivel autonómico, estatal e internacional por su 
labor social y educativa.

En definitiva, Barrios Orquestados es mucho más que un proyecto musical, es una herramienta de transformación 
social, un instrumento de inclusión y de cohesión social en zonas vulnerables. 

A pesar de su demostrada utilidad pública y eficacia, el proyecto ha dependido hasta ahora de una combinación 
de ayudas públicas puntuales, patrocinios privados y subvenciones inestables. Esto pone en riesgo su sostenibilidad 
estructural y limita su expansión a otros territorios.

Por ello, se plantea la necesidad de formalizar su apoyo institucional mediante una financiación estructural y una 
planificación plurianual.

Proposición no de ley

Por todo ello, el Parlamento de Canarias insta al Gobierno de Canarias a:
1.	 Establecer una línea específica de financiación plurianual, en los presupuestos autonómicos, destinada a garantizar 

la continuidad del proyecto Barrios Orquestados, así como su expansión progresiva a nuevos barrios y municipios.
2.	 Que se diseñe un plan de inclusión social y cultural, reconociéndolo como una herramienta de intervención 

social desde la cultura.
En Canarias, a 29 de abril de 2025. El portavoz del Grupo Parlamentario Nueva Canarias-Bloque 

Canarista, Luis Alberto Campos Jiménez. 

11L/PNLP-0258 Del GP Socialista Canario, sobre la mejora de la atención educativa y el desarrollo integral del 
alumnado con altas capacidades intelectuales en Canarias

(Registro de entrada núm. 202510000005429, de 30/4/2025)
Presidencia
La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el 6 de mayo de 2025, adoptó el acuerdo que se indica respecto 

del asunto de referencia:
1. Proposiciones no de ley en pleno
1.3. Del GP Socialista Canario, sobre la mejora de la atención educativa y el desarrollo integral del alumnado 

con altas capacidades intelectuales en Canarias
De conformidad con lo establecido en el artículo 186 del Reglamento de la Cámara, la Mesa acuerda:
Primero. Admitir a trámite la proposición no de ley de referencia y disponer su tramitación ante el Pleno.
Segundo. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
Tercero. Trasladar este acuerdo al Gobierno y a los autores de la iniciativa.
Este acuerdo se tendrá por comunicado, surtiendo efectos de notificación, desde su publicación en el Boletín Oficial 

del Parlamento de Canarias, según lo establecido en el acuerdo de la Mesa del Parlamento de Canarias, de 20 de 
julio de 2020.

En ejecución de dicho acuerdo y de conformidad con lo previsto en el artículo 112 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.

En la sede del Parlamento, a 6 de mayo de 2025. El secretario general (P. D. de la presidenta, Resolución de 
30 de junio de 2023, BOPC núm. 8, de 3/7/2023), Salvador Iglesias Machado.

A la Mesa de la Cámara

El Grupo Parlamentario Socialista Canario, a instancias de la diputada Yaiza López Landi, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 185 y ss. del Reglamento del Parlamento de Canarias, presenta la siguiente 
proposición no de ley sobre la mejora de la atención educativa y el desarrollo integral del alumnado con altas 
capacidades intelectuales en Canarias para su tramitación ante el pleno, que se basa en los siguientes: 
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Antecedentes

El derecho a una educación adaptada sigue siendo una asignatura pendiente.
La educación debe garantizar el desarrollo del talento y el pleno aprovechamiento de las capacidades del alumnado. 

Sin embargo, en el caso de los estudiantes con altas capacidades intelectuales (AA. CC.), este principio no se cumple.
Uno de los problemas fundamentales es la infradetección. Según las estimaciones científicas, al menos un 10% 

del alumnado presenta talento, pero en la práctica solo se ha reconocido a un 0,66%, según los últimos datos del 
Ministerio de Educación.

En Canarias, la situación es igualmente preocupante. De los 28.383 alumnos matriculados solo 2.231 han sido 
diagnosticados con altas capacidades, lo que representa apenas un 7,8% de los que realmente se estima que existen. 
Esto significa que más del 92% de los estudiantes con altas capacidades en Canarias no están identificados, por lo 
que no reciben la atención educativa que requieren.

Además, dentro de esta infradetección existe un problema de género. Las niñas con altas capacidades son 
identificadas en menor proporción que los niños, lo que implica que muchas de ellas quedan completamente fuera 
del radar del sistema educativo. Esto se debe, en parte, a que las características de las niñas con AA. CC. pueden 
manifestarse de manera distinta, dificultando su reconocimiento.

Existe también una visión errónea muy extendida que asocia las altas capacidades con el buen rendimiento académico. 
La idea de que “tener altas capacidades” equivale a obtener excelentes notas impide identificar a aquellos alumnos que, a 
pesar de poseer un alto potencial intelectual, no logran resultados académicos sobresalientes. Este fenómeno, conocido como 
underachievement, se traduce en resultados por debajo de lo esperable, pudiendo incluso conducir al abandono escolar.

La falta de detección, en algunos casos, también se traduce en diagnósticos erróneos. Se han documentado 
situaciones en las que niños con AA. CC. fueron inicialmente diagnosticados con trastornos como el TDAH, 
cuando en realidad presentaban conductas propias de su perfil de alta capacidad. Esta confusión, derivada de la 
insuficiente formación en neurodivergencia del personal educativo y sanitario, retrasa la intervención adecuada y 
genera consecuencias emocionales negativas en el alumnado.

Si bien la infradetección es grave, el problema no acaba ahí. Aunque existen datos sobre cuántos alumnos con 
AA. CC. han sido identificados, no hay información sobre la intervención educativa que reciben.

Existen procedimientos reglados para atender a este alumnado, como el enriquecimiento curricular (a través de 
adaptaciones curriculares), la aceleración y el agrupamiento. Sin embargo, en la práctica, la respuesta educativa es 
muy limitada:

•	 Las adaptaciones curriculares, que deberían ser la medida más accesible, muchas veces no se implementan 
o se aplican de forma restringida.

•	 La aceleración sigue siendo una opción rodeada de dudas y resistencias.
•	 El agrupamiento, que ha demostrado su eficacia en otros países, no se permite o, al menos, no se impulsa en España.

Incluso cuando se aplican adaptaciones curriculares, estas no siempre responden a las verdaderas necesidades del 
alumnado. En muchos casos se limitan a duplicar tareas ya dominadas, lo que genera tedio y desmotivación. El aumento 
de la carga de trabajo sin el reto intelectual adecuado produce, en última instancia, una respuesta contraria a la esperada.

Como consecuencia, la gran mayoría de los estudiantes con AA. CC. no reciben la atención que necesitan para 
desarrollar su potencial.

Las consecuencias de esta falta de detección y atención son graves. Estos estudiantes, al no encontrar suficiente 
estimulación en el aula, pueden perder el interés por el aprendizaje, sentirse desconectados del sistema educativo y 
experimentar problemas emocionales. Algunos de ellos han llegado a desarrollar cuadros de ansiedad o depresión 
infantil, según reportes de organizaciones especializadas. El sentimiento de incomprensión, sumado al rechazo o a 
la desconexión con sus compañeros y profesores, afecta seriamente su bienestar emocional y autoestima.

Además, al no enfrentarse a retos adecuados, no desarrollan hábitos de estudio ni estrategias de planificación, lo 
que les impide alcanzar las metas académicas que su capacidad les permitiría lograr. En este sentido, se produce una 
falsa sensación de éxito: al obtener buenas calificaciones sin esfuerzo, no adquieren hábitos de estudio esenciales. 
Este fenómeno se traduce en procrastinación y, cuando las exigencias académicas aumentan, su rendimiento decae, 
afectando su acceso a estudios superiores, becas o empleos y generando frustración y pérdida de oportunidades.

Para ellos y ellas, esto supone una pérdida de oportunidades y motivación; para las familias, confusión, culpa y 
frustración; y para la sociedad, el desaprovechamiento del talento, un motor clave para el desarrollo y la innovación.

Por otro lado, la falta de recursos adecuados afecta directamente a las familias. Muchas desconocen la existencia 
de programas específicos, se enfrentan a procesos burocráticos complejos para acceder a apoyos y se sienten 
abandonadas por el sistema educativo.

Además, en muchos casos, las familias sufren ante determinadas conductas que muestran sus hijos e hijas sin saber 
que pueden estar relacionadas con una alta capacidad. Ante episodios de frustración, enfados o incluso ira, algunos padres 
y madres interpretan estos comportamientos como indicios de un trastorno de conducta, cuando en realidad responden a la 
carencia de estímulos adecuados en el entorno escolar. Las emociones intensas, la necesidad de justicia, la sensibilidad y 
el pensamiento divergente que caracterizan a muchos niños con altas capacidades son a menudo malinterpretados, lo que 
impide que las familias reciban la orientación necesaria y agrava su desconcierto y sufrimiento.



Núm. 148 / 12	 7 de mayo de 2025	 Boletín Oficial del Parlamento de Canarias

La ausencia de herramientas para valorar correctamente a estos niños y niñas impide que se identifiquen a tiempo 
y reciban la atención necesaria, exacerbando el problema y aumentando la frustración de las familias.

La atención al alumnado con altas capacidades no es un reto exclusivo de nuestro sistema educativo; diversos países 
han enfrentado este desafío y han desarrollado estrategias eficaces que pueden servirnos de referencia. Estos modelos 
demuestran que, con voluntad institucional, formación adecuada y medidas específicas, es posible transformar la 
experiencia educativa de este alumnado, mejorando tanto su rendimiento académico como su bienestar personal y social.

En Estados Unidos, el Achievement Orientation Model (AOM), desarrollado por Siegle y McCoach, ha 
evidenciado que el éxito académico de los estudiantes con altas capacidades depende en gran medida de su 
autoconcepto, autoeficacia y del acompañamiento tanto familiar como escolar.

En Países Bajos, el programa Day a Week School permite que los alumnos con altas capacidades asistan un día 
a la semana a entornos especializados junto a compañeros con perfiles similares, favoreciendo la motivación, el 
aprendizaje basado en proyectos y el desarrollo emocional.

Estudios realizados en Australia subrayan que la falta de atención educativa adecuada puede derivar en 
consecuencias graves: desde el aislamiento social y la desmotivación hasta el desarrollo de conductas disruptivas.

Estos ejemplos dejan en claro que reconocer, valorar y atender el talento no es un privilegio, sino una 
responsabilidad colectiva de detección, acompañamiento y desarrollo.

En definitiva, la atención educativa al alumnado con altas capacidades no es un lujo, sino una inversión en el 
futuro. No actuar supone seguir perdiendo oportunidades valiosas: para el alumnado, que ve frustrado su potencial 
y, en muchos casos, desarrolla desmotivación, ansiedad o baja autoestima; para las familias, que se enfrentan al 
desconcierto, la culpa o la soledad; y para la sociedad, que desperdicia el talento que podría impulsar el progreso, 
la creatividad y la innovación. Además, la falta de apoyo integral puede acarrear consecuencias emocionales y 
conductuales que repercuten en el desarrollo personal y académico de estos niños y niñas.

Apoyar a este alumnado no es solo una cuestión de justicia o eficiencia educativa: es enseñarles a valorar su 
esfuerzo, a desarrollar hábitos de estudio y a reconocerse como personas capaces de aportar significativamente a la 
sociedad. Actuar es, por tanto, una cuestión de justicia, equidad y visión de futuro.

Por todo lo expuesto, el Grupo Parlamentario Socialista Canario eleva a la Mesa de la Cámara la siguiente: 

Proposición no de ley

El Parlamento de Canarias insta al Gobierno de Canarias a:
1.	 Adelantar la detección de altas capacidades intelectuales al alumnado desde los 4 años, mediante la 

implementación de herramientas psicométricas validadas y procedimientos sistemáticos que permitan una 
identificación temprana y precisa en todas las islas. Se prestará especial atención a la brecha de género, garantizando 
que las niñas con AA. CC. sean identificadas en igualdad de condiciones.

2.	 Garantizar que las medidas no se limiten a programas extracurriculares, sino que se desarrollen adaptaciones 
curriculares específicas en el aula, asegurando que el alumnado reciba la atención educativa adecuada en su 
entorno escolar habitual.

3.	 Desarrollar un sistema de recogida de datos sobre la atención al alumnado con altas capacidades, que permita 
evaluar qué medidas se aplican, en qué condiciones y con qué impacto real en su evolución académica y personal.

4.	 Desarrollar un plan integral de formación docente especializada, que incluya formación en los grados de 
Magisterio y el máster de Formación del Profesorado, así como formación continua específica para el personal 
docente en activo.

5.	 Garantizar el acceso al apoyo psicoeducativo y emocional, mediante la creación de equipos multidisciplinares 
en los centros educativos, integrados por orientadores especializados en altas capacidades y profesionales 
capacitados para atender las necesidades individuales de este colectivo.

6.	 Colaborar con instituciones académicas y científicas, como las universidades públicas, para fomentar la 
investigación, el diseño de estrategias pedagógicas innovadoras y la formación del personal educativo en las 
mejores prácticas para la atención de este alumnado.

En Canarias, a 30 de abril de 2025. El portavoz del Grupo Parlamentario Socialista Canario, Sebastián 
Franquis Vera. 

11L/PNLP-0260 Del GP VOX, sobre el incremento de los medios e infraestructuras policiales en el 
aeropuerto César Manrique de Lanzarote

(Registros de entrada núms. 202510000004228 y 202510000004228, de 31/3 y 29/4/2025, respectivamente)
Presidencia
La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el 6 de mayo de 2025, adoptó el acuerdo que se indica respecto 

del asunto de referencia:
Fuera del orden del día
6. Proposiciones no de ley en pleno
6.1. Del GP VOX, sobre el incremento de los medios e infraestructuras policiales en el aeropuerto César Manrique 

de Lanzarote
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De conformidad con lo establecido en el artículo 186 del Reglamento de la Cámara, visto el escrito del autor de 
la iniciativa por el que se solicita modificación en la tramitación de la PNLC-0035, la Mesa acuerda:

Primero. Admitir a trámite la proposición no de ley de referencia y disponer su tramitación ante el Pleno.
Segundo. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
Tercero. Trasladar este acuerdo al Gobierno y al autor de la iniciativa.
Este acuerdo se tendrá por comunicado, surtiendo efectos de notificación, desde su publicación en el Boletín Oficial 

del Parlamento de Canarias, según lo establecido en el acuerdo de la Mesa del Parlamento de Canarias, de 20 de 
julio de 2020.

En ejecución de dicho acuerdo y de conformidad con lo previsto en el artículo 112 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.

En la sede del Parlamento, a 6 de mayo de 2025. El secretario general (P. D. de la presidenta, Resolución de 
30 de junio de 2023, BOPC núm. 8, de 3/7/2023), Salvador Iglesias Machado.

A la Mesa de la Cámara

El Grupo Parlamentario VOX, a instancias de la diputada Paula Jover Linares, al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 185 y concordantes del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente proposición no de ley dirigida 
al incremento de los medios e infraestructuras policiales en el aeropuerto César Manrique de Lanzarote para su 
tramitación ante el pleno de la Cámara.

Exposición de motivos

El aeropuerto César Manrique es la principal vía de comunicación de Lanzarote con el resto de España y con 
Europa; y, dado que la inmensa mayoría de los turistas que la isla recibe todos los años llegan a través de su aeropuerto, 
la economía lanzaroteña depende casi enteramente de él. Por todo ello, el aeropuerto César Manrique-Lanzarote se 
ha convertido en el tercer aeropuerto más importante de Canarias y en el décimo a nivel nacional1 y, desde el final 
de la pandemia, el número de viajeros que llegan anualmente a él no ha dejado de crecer hasta triplicar los datos de 
2020 y alcanzar más de ocho millones en 20232.

Sin embargo, desde principios de verano, el aeropuerto César Manrique-Lanzarote ha venido padeciendo 
retrasos de hasta dos horas y media en las zonas de control de pasaportes3. En relación con ello, cabe 
destacar que, el pasado mes de julio, la Jefatura Superior y la Unidad Central de Fronteras ordenaron que la 
Policía Nacional sellara de forma más rigurosa los pasaportes extracomunitarios; pasaportes muy comunes 
en este aeropuerto en el que casi la mitad de los pasajeros que llegan anualmente son británicos4 y, por tanto, 
pasajeros que, desde el brexit, tienen las mismas condiciones de entrada a España que cualquier otro viajero 
extracomunitario. 

Sin embargo, pese a que la realidad del aeropuerto ha cambiado mucho en los últimos tiempos, la dotación 
de efectivos de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado está lejos de adecuarse a las circunstancias de 
este, y la plantilla de la Policía Nacional del aeropuerto César Manrique-Lanzarote no se ha ampliado. De 
hecho, según denuncian los sindicatos policiales, los efectivos en el aeropuerto no han pasado en ningún 
momento de los cuarenta agentes; muchos menos del centenar que estima necesarios el Ministerio del 
Interior5 que, según el artículo 4 bis 4 de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea, es el encargado 
del “mantenimiento de la seguridad y el orden público en los aeropuertos y aeródromos civiles de uso 
público y demás instalaciones de la aviación civil”6. En consecuencia, como defienden los sindicatos 
policiales, el Ministerio del Interior tiene la obligación de poner a disposición de los aeropuertos españoles 
todos los recursos humanos necesarios para permitir que, de acuerdo con el artículo 39 de la citada ley, los 
proveedores de servicios aeroportuarios y los agentes puedan “garantizar la prestación de los servicios con 
el nivel exigido de seguridad”7.  

En cualquier caso, el problema del caos que con regularidad se vive en el aeropuerto César Manrique no se debe 
en exclusiva a la falta de personal. De hecho, según los sindicatos policiales, resulta necesario adecuar la terminal 
a la nueva realidad del aeropuerto y dividir a los pasajeros en función de su país de origen para que el control de 
pasaportes no tenga que continuar realizándose en las puertas de embarque8. Los empresarios de la isla, por su 
parte, llevan años reclamando la ampliación del aeropuerto y la mejora de sus infraestructuras para garantizar la 
conectividad de Lanzarote e impulsar el turismo como motor económico del archipiélago9. Y no les falta razón a 
1	ht tp s:/ / ww w. ae na. es/ es /est adistica s/informes - anuales .ht ml
2	h tt ps : / / es. statista . com/ estadisticas /620980 /trafico -de - pasajeros-en-el- aero puerto -de- lanz arote /
3	h t tp s : / / ww w .lancel ot dig ital . co m/ lanzarote/ca os - en- e l-c e sar- manr ique   
4	h t tp s: // w w w .c an ari as 7. es /can ari as /l an za r ote /tu ri s m o- brit an ico- afia nza -lide rato -alca nza nd o-50 25 - entrad as - 20240 90 900025 6- nt. h t ml   
5	ht tp s ://s u p. e s/noti cia /el - sup -den unc ia- la- falt a-d e- pers ona l- e n- e l- aer opue rto- cesar - man rique-de-lanzarote/   
6	h ttp s:// w w w.bo e. es / bus car/ ac t.p hp ?id =B O E -A-20 03- 13 6 16
7	 Ídem.
8	ht tp s: / /w w w. la ncelotdi gital .com /lanz arote /caos- en -el-cesar -ma nriq ue
9	 h tt ps: / / circulodeem presariosd elanzarote. com/el-c irculo-de-empresarios -de -lanzarote -apuesta- por-una-m ejora-y- am pliacion-del-ae ropuerto/
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estos colectivos, puesto que la propia Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea, en su artículo 40.2.ª, también 
indica que los gestores aeroportuarios deben “cumplir las condiciones de seguridad exigidas en relación con el 
diseño, construcción, uso y funcionamiento del aeropuerto, aeródromo o instalación aeroportuaria que gestionen”10. 

En definitiva, podría decirse que el aeropuerto César Manrique, que recibió el año pasado a unos cuatro millones 
de pasajeros británicos –procedentes, por tanto, de un país que, desde el brexit, se encuentra fuera del espacio 
Schengen–, padece una falta más que evidente de infraestructuras que permitan canalizar el flujo creciente de 
turistas extracomunitarios. Además, la situación podría complicarse más aún en los próximos meses dado que, a 
partir de 2025, los turistas británicos que quieran llegar tanto al aeropuerto de Lanzarote como al resto de aeropuertos 
del espacio Schengen tendrán que obtener una autorización electrónica antes de subir al avión y no podrán viajar 
libremente con su pasaporte11.

En todo caso, se prevé que el Gobierno apruebe un nuevo DORA a mediados de 2026 y, dado que este 
documento es un instrumento clave en la planificación y gestión del sistema aeroportuario español, la población 
lanzaroteña tiene sus ojos puestos en él. No en vano, este documento presuntamente establecerá las condiciones 
básicas para la gestión y operación de los aeropuertos de nuestro país e incluirá los planes de inversión necesarios 
para garantizar la accesibilidad, la suficiencia, el crecimiento y la modernización de la infraestructura aeroportuaria 
durante los cinco años que transcurrirán entre 2027 y 2032. Por este motivo, los vecinos lanzaroteños exigen 
que en este nuevo plan que establece las condiciones para garantizar la adecuada prestación de los servicios 
básicos de la red de Aena se incluyan las inversiones necesarias para que, durante el próximo quinquenio, el 
aeropuerto César Manrique-Lanzarote pueda cumplir las condiciones mínimas exigibles para ofrecer un servicio 
eficiente, competitivo y de calidad12.

En virtud de lo expuesto, el Grupo Parlamentario VOX propone para su aprobación la siguiente: 

Proposición no de ley

El Parlamento de Canarias insta al Gobierno de Canarias para que, a su vez, inste al Gobierno de España a:
1.	 Promover de manera urgente un plan de refuerzo de la dotación de personal policial en 

el aeropuerto César Manrique-Lanzarote.
2.	 Instalar una comisaría de Policía Nacional en el aeropuerto César Manrique-Lanzarote.
3.	 Elaborar, en el plazo máximo de seis meses, un proyecto de ampliación y mejora del 

aeropuerto César Manrique-Lanzarote que contemple:
a.	 La adecuación de las terminales para cumplir con las exigencias del código de fronteras Schengen, 

incluyendo la creación de filas separadas para pasajeros en función de su origen.
b.	 La optimización de las infraestructuras actuales, garantizando que estas sean suficientes para atender el 

flujo actual y proyectado de pasajeros.
4.	 Incluir este proyecto de ampliación y mejora en el programa de inversiones del documento de regulación 

aeroportuaria (DORA) 2027-2031, asegurando la financiación suficiente para su ejecución.
En Santa Cruz de Tenerife, a 31 de marzo de 2025. El portavoz del GP VOX, Nicasio Galván Sasia. 

INTERPELACIONES

En trámite
11L/I-0072 Del GP Socialista Canario, sobre los propósitos que se marca para mejorar la situación de las listas 
de espera sanitarias correspondientes al primer semestre de 2025 a la vista de las estadísticas publicadas, dirigida 
a la Sra. consejera de Sanidad

(Registros de entrada núms. 202510000005167 y 202510000005529, de 23 y 30/4/2025, respectivamente)
Presidencia
La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el 30 de abril de 2025, adoptó el acuerdo que se indica respecto 

del asunto de referencia:
3. Interpelaciones
3.1. Del GP Socialista Canario, sobre los propósitos que se marca para mejorar la situación de las listas de 

espera sanitarias correspondientes al primer semestre de 2025 a la vista de las estadísticas publicadas, dirigida a la 
Sra. consejera de Sanidad

De conformidad con lo establecido en el artículo 172 del Reglamento de la Cámara, la Mesa acuerda:
Primero. Admitir a trámite la interpelación de referencia, según escritos de presentación y de rectificación, y 

disponer su tramitación ante el Pleno.
Segundo. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
Tercero. Trasladar este acuerdo al Gobierno y al grupo parlamentario autor de la iniciativa.

10	 h t tp s: / / w w w . b o e. e s /bu sc ar /ac t.p h p ?i d =B OE -A -20 03- 13 6 16  
11	 h t tp s: / /w w w. el con fiden cial.c o m /m undo / 2024 -06- 13/ autorizacion -etias- viajar-ue- en-2025- desde- estos-paises-2 mpa_ 3902 169 /
12	 h t tps :/ / w w w. seg uridad aere a. g ob. es /e s/ amb ito s/ ae ro puer tos /d ora/ que- es- el -do ra
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Este acuerdo se tendrá por comunicado, surtiendo efectos de notificación, desde su publicación en el Boletín Oficial 
del Parlamento de Canarias, según lo establecido en el acuerdo de la Mesa del Parlamento de Canarias, de 20 de 
julio de 2020.

En ejecución de dicho acuerdo y de conformidad con lo previsto en el artículo 112 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.

En la sede del Parlamento, a 5 de mayo de 2025. El secretario general (P. D. de la presidenta, Resolución de 
30 de junio de 2023, BOPC núm. 8, de 3/7/2023), Salvador Iglesias Machado.

A la Mesa de la Cámara

El Grupo Parlamentario Socialista Canario, de conformidad con lo establecido en el artículo 172 y concordantes 
del Reglamento del Parlamento, solicita la tramitación ante el pleno de la Cámara de la siguiente interpelación a la 
Sra. consejera de Sanidad, y ello en base a los siguientes

Fundamentos de la interpelación

Las listas de espera sanitarias constituyen uno de los indicadores más críticos para evaluar la eficiencia y la 
calidad de nuestro sistema público de salud en Canarias. En el primer semestre de 2025, los datos publicados 
reflejan un deterioro alarmante en este ámbito, con aumentos significativos en los tiempos de espera para consultas 
especializadas, pruebas diagnósticas y determinadas cirugías. Esta situación exige una explicación clara y 
responsable por parte de la Consejera de Sanidad, así como la presentación de medidas urgentes para revertir este 
comportamiento. 

Según los datos oficiales, las listas de espera han superado en un 15% los plazos máximos legales en 
especialidades como traumatología, oftalmología y cardiología. Miles de pacientes esperan más de seis meses 
para ser atendidos; que no operados, cifra que aumenta respecto a los registros del mismo período en 2024. Estos 
números ponen en riesgo la salud de la ciudadanía canaria más vulnerable.

Adicionalmente, la saturación de los servicios de urgencias por pacientes que no pueden acceder a consultas 
programadas evidencia el actual desbordamiento del sistema y la incapacidad de este Gobierno para abordar 
la situación. Esta realidad contradice el principio de equidad y universalidad que debe regir la sanidad pública. 
Mientras el Gobierno de Canarias ha sido ambiguo al explicar las causas del problema, como viene siendo habitual, 
atribuyendo el colapso a factores externos –como un supuesto aumento de la demanda–, múltiples expertos señalan 
deficiencias en la planificación y la gestión de recursos de la sanidad canaria. 

Las organizaciones médicas denuncian que el presupuesto en sanidad no ha crecido en proporción a las 
necesidades poblacionales, especialmente en partidas clave como contratación de personal o modernización 
de infraestructuras. Colegios profesionales, asociaciones de pacientes y sindicatos han exigido acciones 
inmediatas. 

La gravedad de los datos reales, unidos al habitual maquillaje de la situación llevado a cabo por este grupo de 
gobierno, el deterioro de salud de los pacientes y la opacidad en la gestión sanitaria de este Gobierno justifican 
plenamente esta iniciativa del Grupo Parlamentario Socialista.

Interpelación

Por todo ello, interpelamos a la Sra. consejera de Sanidad para que dé cuenta de cuáles son los propósitos 
que se marca el Gobierno para mejorar la situación de las listas de espera sanitarias correspondientes al primer 
semestre de 2025 a la vista de las estadísticas publicadas.

En Canarias, 23 de abril de 2025. El portavoz del Grupo Parlamentario Socialista Canario, Sebastián 
Franquis Vera. 

11L/I-0073 Del GP Socialista Canario, sobre la imposibilidad de acompañamiento familiar de pacientes 
vulnerables en las urgencias de los hospitales de Canarias y cuáles son los propósitos que se marca el Gobierno 
de cara a modificaciones futuras, dirigida a la Sra. consejera de Sanidad

(Registros de entrada núms. 202510000005293 y 202510000005528, de 28 y 30/4/2025, respectivamente)
Presidencia
La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el 30 de abril de 2025, adoptó el acuerdo que se indica respecto 

del asunto de referencia:
3. Interpelaciones
3.2. Del GP Socialista Canario, sobre la imposibilidad de acompañamiento familiar de pacientes vulnerables 

en las urgencias de los hospitales de Canarias y cuáles son los propósitos que se marca el Gobierno de cara a 
modificaciones futuras, dirigida a la Sra. consejera de Sanidad

De conformidad con lo establecido en el artículo 172 del Reglamento de la Cámara, la Mesa acuerda:
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Primero. Admitir a trámite la interpelación de referencia, según escritos de presentación y de rectificación, y 
disponer su tramitación ante el Pleno.

Segundo. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
Tercero. Trasladar este acuerdo al Gobierno y al grupo parlamentario autor de la iniciativa.
Este acuerdo se tendrá por comunicado, surtiendo efectos de notificación, desde su publicación en el Boletín Oficial 

del Parlamento de Canarias, según lo establecido en el acuerdo de la Mesa del Parlamento de Canarias, de 20 de 
julio de 2020.

En ejecución de dicho acuerdo y de conformidad con lo previsto en el artículo 112 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.

En la sede del Parlamento, a 5 de mayo de 2025. El secretario general (P. D. de la presidenta, Resolución de 
30 de junio de 2023, BOPC núm. 8, de 3/7/2023), Salvador Iglesias Machado.

A la Mesa de la Cámara

El Grupo Parlamentario Socialista Canario, de conformidad con lo establecido en el artículo 172 y concordantes 
del Reglamento del Parlamento, solicita la tramitación ante el pleno de la Cámara de la siguiente interpelación a la 
Sra. consejera de Sanidad, y ello en base a los siguientes:

Fundamentos de la interpelación

La imposibilidad de que los pacientes vulnerables (menores, ancianos, personas con discapacidad o en situación 
de dependencia severa) estén acompañados por un familiar o persona de apoyo en las urgencias hospitalarias de 
Canarias genera complicaciones en el bienestar de estos pacientes, quienes, en situación de enfermedad avanzada, 
sufren habitualmente desorientación y ansiedad ante su situación de soledad y vulnerabilidad.

Esta restricción, agravada durante la pandemia pero aún vigente en muchos hospitales canarios, genera 
consecuencias graves:

Afectación emocional y psicológica: aumenta el estrés en pacientes vulnerables, perjudicando su recuperación.
Barreras en la atención: familias y acompañantes facilitan información crucial para diagnósticos, especialmente 

en pacientes con dificultades de comunicación.
Desigualdad territorial: mientras otras comunidades autónomas garantizan este derecho, Canarias carece de un 

protocolo unificado que lo ampare.
Por todo ello, resulta crucial debatir y regular este aspecto para humanizar (de verdad) la sanidad pública, 

garantizando el acompañamiento, sin perjuicio de las medidas de seguridad sanitaria necesarias. Esta iniciativa 
parlamentaria busca alinear la práctica hospitalaria canaria con estándares éticos y jurídicos reconocidos a nivel 
nacional e internacional (como la Carta Europea de Derechos del Paciente).

Interpelación

Por todo ello, interpelamos a la Sra. consejera de Sanidad para que dé cuenta sobre la imposibilidad de 
acompañamiento familiar de pacientes vulnerables en las urgencias de los hospitales de Canarias y cuáles son los 
propósitos que se marca el Gobierno de cara a modificaciones futuras.

En Canarias, 28 de abril de 2025. El portavoz del Grupo Parlamentario Socialista Canario, Sebastián 
Franquis Vera. 
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